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El presente trabajo intenta brindar una solución al problema generado por la expropiación 
comunal en torno a políticas públicas generadas por el estado para actividades extractivas como 
es la minería; atrayendo e incentivando el estado la explotación y extracción de recursos 
naturales, generando así gran preocupación por la transgresión de normas de protección de 
grupos sociales minoritarios. 
Los conflictos de carácter socio ambiental son dados inicialmente por un conjunto de actividades 
de tipo extractivas. Por lo general, las victimas resultantes suelen ser un grupo no reconocido, el 
cual, padece de efectos como la menospreciarían, una ausencia en el reconocimiento de sus 
derechos y a su vez, una desvalorización de la cosmovisión que poseen y las formas en las que se 
da el desarrollo comunitario.   
Los movimientos sociales son dados a raíz de una toma de conciencia sobre las experiencias 
basadas en decepción, no solo desde una perspectiva individual, sino también, a nivel 
comunitario. Empezando desde las experiencias en las que se evidencia el menosprecio, que son 
dispersas y elaboradas en privado, pueden dar inicio a los motivos morales de una lucha colectiva 
por el reconocimiento, el cual se circunscribe a factores de índole cultural dado que no se 
reconoce la propiedad de este grupo social minoritario y su arraigo ancestral a la tierra, lo cual 
genera un grave problema al momento de la toma de decisiones por no considerar esos puntos 
relevantes tratándose de tierras que no sólo representan un vínculo material sino cultural y 
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El presente trabajo de investigación denominado “La vulneración del derecho a la propiedad de las 
comunidades campesinas y las concesiones mineras” buscó conocer y delimitar el derecho de 
propiedad de las comunidades campesinas y establecer mecanismos legales que permitan evitar su 
vulneración en las concesiones mineras. Para tal efecto, se analizaron los casos Tía María y Conga, 
con los cuales se verificaron que de parte del Estado no existe un respeto por el derecho de 
propiedad de las comunidades campesinas, fundamento de ello, es que el gobierno realiza las 
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This research paper called “The violation of the right to property of peasant communities and 
mining concessions” sought to know and delimit the property rights of peasant communities and 
establish legal mechanisms that prevent their violation in mining concessions. For this purpose, the 
Tía María and Conga cases were analyzed, with which it was verified that on the part of the State 
there is no respect for the property rights of the peasant communities, the basis for this is that the 























1.1. Aproximación temática 
El Derecho busca que la sociedad pueda ser regulada por medio del cumplimiento de 
normas que permiten una convivencia adecuada. La norma jurídica, en primera 
instancia, asume el rol que le faculta una relación, vinculación y desarrollo, pese a 
ello, no todos los casos son dados de ese modo; a nivel nacional, el ámbito 
legislativo ha dejado atrás normas que buscan la democracia y que son 
imprescindible al momento de establecer normas legales, más aún si dichas normas 
son dadas para comunidades campesinas. Este hecho ha traído como consecuencia la 
deslegitimación social del Derecho en cuanto a la contextualización de las leyes, ya 
que en la mayoría de las veces puede ser un hito que inicia conflictos de índole 
social.  
De ese modo, el vínculo existente entre los Conflictos Sociales y el Derecho no es 
un tema reciente, de hecho, ha sido tratado desde épocas remotas, por ejemplo, el 
tema de las protestas sociales debido a la exigencia de una jornada laboral de ocho 
horas, así como también un acontecimiento reciente en el que comunidades nativas 
alzaron su oz y protestaron para que los Decretos Legislativo 1015 y 1073 sean 
derogados. A pesar de ser estrechamente vinculadas, no se ha generado información 
concisa de dicha relación, negando que el Derecho se debe basar siempre en 
referencia sociales.   
Ello se puede evidenciar cuando las normas dadas por el Poder Ejecutivo como parte 
de la delegación de facultades que el Poder Legislativo le concedió, han sacado a la 
luz la ausencia del cumplimiento de derechos dentro de las comunidades campesinas 
y nativas, por el contrario, se ha limitado a favorecer a empresas extranjeras, 
principalmente las encargadas a las actividades de extracción. Esta falta de 
conocimiento en torno a consensos internacionales y a su vez a un descuido respecto 
a los derechos que le pertenecen a los pueblos indígenas, genera dudas sobre la 
capacidad que el gobierno posee para favorecer el desarrollo del pueblo, ampliando 
aún más esa brecha existente.  
Para cada conflicto de origen social, subyace una argumentación lógica, en el caso 
de que el tema gire en torno a un interés colectivo que es proveniente de un elemento 
conductor del conflicto, es necesario constituirse como un horizonte basado en la 
experiencia por parte de los legisladores. 
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A las comunidades campesinas y nativas les corresponde la capacidad de decidir con 
libertad y orientarse en base a como desean desarrollarse; si bien es cierto, cada 
persona es dueña de su realidad, como comunidad pueden ayudar y cooperar 
mutuamente. No pueden ocupar roles de receptores pasivos frente a programas de 
desarrollo en los que no se ven beneficiados. Para ello es necesario no sólo que 
puedan imprescindible que no sólo participen en el diseño de los planes sino en 
generación de valores y prioridades sobre los que se harán. 
El presente trabajo se encuentra contextualizado en una realidad en la que el sector 
minero es ampliamente reconocido y solicitado.  
Actualmente, el rubro minero se ha consolidado dentro del sector económico, debido 
a que brinda recursos en cantidad, genera inversiones en zonas que anteriormente no 
realizaban una actividad de interés.  
Pese a ello, la incursión de capital y los procedimientos se ejecutan en un ámbito de 
trabajo en el cual, las regiones con poseen innumerables tradiciones y aspectos 
culturales, Es por ello que se genera un impacto cultural con las comunidades 
campesinas. 
Producto de este choque entre lo nuevo y lo ancestral, el trabajo efectúa un análisis 
de ello.  Durante los últimos años, la minería representa el 9% aproximadamente del 
producto bruto interno nacional y el 48.6% de las exportaciones en su totalidad. 
Asimismo, posee un efecto denominado desencadenante dentro de la economía de 
nuestro país; Superando sectores como la pesquería, producción química, industria 
alimentaria, etc.  
Puede generar el 50% de las divisas del país, así como también, puede brindar 
ofertas laborales directo a decenas de miles de obreros puede influir de manera 
indirecta en dentro de los puestos de cantidad de personas. Teniendo en cuenta dicho 
contexto en términos ocupacionales, el sector minero abarca el 4% de la población 
activa económicamente. Encontrándose junto a los sectores de construcción industria 
y civil. 
La comunidad, ejerce un rol protagónico, ya que puede poseer la última palabra 
respecto a lo que se debe hacer o no es los terrenos que territorialmente, son de su 
propiedad. Por lo general, gran parte de los comuneros, no tienen conocimiento 
respecto a disposiciones legales referidas a los sectores comunales, ya que muchos 
de ellos ni siquiera tienen la secundaria completa de acuerdo a cifras de INEI; para 
ellos la legislación estatal que regula la propiedad no tiene legitimidad en las 
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comunidades dado que para ellos la concepción o visión que tienen de las tierras y el 
significado que representa para ellos es distinto al normado en un texto legal aunque 
si bien es cierto se les reconoce su derecho.  
Es importante establecer como personas jurídicas sujetas a un régimen especial a los 
pobladores de la zona o una comunidad nativa afectada, ya que ello puede 
involucrarlos en las decisiones y disposiciones legales. Su reconocimiento inicia a 
partir de la constatación en la realidad, en donde es visible que existen 
organizaciones de personas naturales que habitan dentro de un patrimonio, el cual 
están obteniendo sus beneficios, explotándolos. 
Por otro lado, se considera al derecho de la propiedad como un poder moral, perfecto 
y exclusivo, sin embargo, posee un carácter de subordinación y limitación.  
Cabe resaltar que, la concesión minera brinda a su titular el derecho a que pueda 
explotar y explorar los recursos minerales concedidos, siempre y cuando estén 
ubicados dentro de un sólido de profundidad, el cual es limitado por planos hecho de 
forma vertical correspondientes que son asignados a los lados del terreno, cuyos 
vértices corresponden a coordenadas Universal Transversal Mercator (UTM). La 
concesión minera se considera un inmueble distinto y separado del predio en el que 
esté ubicada. (Artículo 9 del Texto Único Ordenado de la Ley General de 
Minería). 
El derecho comparado, durante los años ’90, estandariza en varias zonas de América 
Latina el proceso de regulación de las industrias extractivas ya que se consideró 
condición necesaria para futuras inversiones de carácter esencialmente extranjero. 
Dentro este contexto, el presente trabajo intenta que los derechos humanos se 
encuentren estrechamente vinculados y presentes durante las relaciones dadas entre 
las Comunidades y la industria extractiva, ya que cada vez que las relaciones son 
dadas con el estado, la participación con las comunidades queda en segundo plano, 
desconociendo que son ellos los verdaderos dueños de esa zona, para ello, los 
instrumentos internacionales  que se ajustan a estos casos, los principios en los que 
se rigen esas relaciones y lo concerniente a  responsabilidad social dentro de 
actividades propias de la industria extractiva y estatal; así como la concepción de 




1.2. Marco teórico 
1.2.1. La Propiedad 
1.2.1.1. Concepto 
Considerada como el poder basado en la inmediatez y directo sobre bien 
tangible, al que se le asigna un titular la facultad de que pueda tomar decisiones 
y disposiciones, y la ley no puede realizar disposiciones. Implica las acciones 
que se generan a nivel jurídico y que poseen muchas más implicancias que un 
ordenamiento jurídico puede otorgar sobre un bien. 
El objeto del derecho en cuánto a propiedad se encuentra conformado por los 
bienes que son aptos a la apropiación. Es por esa razón que, generalmente es 
imprescindible el cumplimiento de tres características: que sea útil o posea un 
fin para la apropiación; que el bien posea un carácter y extensión limitada, y que 
pueda ser ocupado.  
De acuerdo con Cabanellas (1945), la propiedad es definida como aquel 
dominio que parte de un individuo sobre alguna cosa en específico, 
concediendo la facultad de hacer lo que su voluntad desea. 
El derecho de propiedad en líneas generales abarca tres características 
fundamentales: disfrute “ius fruendi”, disposición “ius abutendi” y uso “ius 
utendi”, tal distinción deriva del Derecho romano, sin embargo, encuentra raíces 
en la concepción que en épocas de la Antigua Roma considera a la propiedad 
con una connotación subjetiva, tal cual sea una facultad o atribución de una 
persona. 
Y bajo una perspectiva objetiva y sociológica, el término de institución social y 
jurídica es atribuida, de acuerdo a lo propuesto por Ginsberg (1990), viene a ser 
la reunión de deberes y derechos que pueden determinar interacciones entre 
individuos y grupos, en torno a las facultades y concesiones de disposición y 
uso en relación a los bienes materiales les corresponden. 
1.2.1.2. Teoría de la Propiedad: 
El derecho de propiedad es uno de los más completos que pueden darse en torno 
a una cosa, ésta se encuentra sometida a la voluntad, exclusividad y a la acción 
de quien es el propietario, parametrado por lo promulgado en la Ley o los 
provocados debido a la incidencia de varios derechos incompatibles al momento 
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de ser ejercidos. Sin embargo, el reconocimiento de que la propiedad, como una 
institución, está direccionada hacia el cumplimiento de una función social, ello 
supone que en actualmente haya limitaciones de carácter intrínseco o inherentes 
al derecho; así como obligaciones que son dadas como parte de la propiedad en 
sí. 
En la doctrina jurídica, especialmente aquellos ordenamientos con importante 
influencia latina, se considera que el dominio o propiedad está integrado por 
tres facultades o derechos: 
2. Ius utendi 
Implica que el propietario tiene el derecho a hacer uso de la cosa para 
salvaguardar sus intereses y en función social del derecho, siempre y 
cuando esas conductas no vayan en contra de preceptos legales 
previamente dados o causen lesiones a los derechos de otros propietarios. 
3. Ius fruendi 
Todo propietario está en la facultad de aprovechar y disponer los frutos o 
productos que deriven del bien. Dichos frutos pueden ser de índole natural 
o civil. Los naturales son aquellos dados de manera natural o 
artificialmente sin detrimento de su sustancia., los civiles están constituidos 
por aquellas corresponde a la suma de dinero que recibe el propietario por 
ceder a otro el uso de la propiedad.  
 
4. Ius abutendi 
Corresponde al derecho de disposición sobre la cosa, es decir, que el 
propietario se encuentra en la facultad de poder hacer con ella lo que 
quiera, ya sea dañarla o construirla, ello se exceptúa si es que no está 
establecido dentro una función social. 
Asimismo, se puede tomar en cuenta el derecho real (disposición jurídica); 
y tomarlo en cuenta, del tal modo que el propietario posee facultad para 
enajenar la cosa, venderla, donarla y, en general, desvincularse de su 
derecho de propiedad y otorgárselo a otra persona; o incluso renunciar al 
derecho o abandonar la cosa, en esa instancia haría valer la característica 
llamada res nullius. Son actos en los que el propietario dispone a favor de 
otra persona un derecho real limitado. 
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1.2.1.3. Caracteres del Derecho de Propiedad 
El derecho de propiedad puede ser considerado como un derecho moral, 
que genera exclusividad, sin embargo, posee límites y se encuentra 
subordinado. 
Es un poder de carácter moral ya que la apropiación hecha del bien es de 
carácter reflexiva y no instintiva. 
Es un derecho que se caracteriza por ser exclusivo, subyae a una limitación 
esencial de la utilidad en diversos objetos, muchas veces no logran la 
subsanación de necesidades de muchos individuos al mismo tiempo; es por 
ello, que los bienes apropiables deben existir en cantidades grandes y 
suficiente para cubrir a todos, como el aire atmosférico, el mar o la luz 
solar. 
El derecho de propiedad puede ser una sustancia misma de la cosa sobre su 
utilidad o sobre sus frutos: de aquí deriva el concepto de dominio 
imperfecto según que el dominio se ejerza sobre la sustancia (dominio 
radical) o sobre la utilidad (dominio de uso o sobre los frutos, dominio de 
usufructo). Estas tres clases de dominio, al hallarse en un solo sujeto, 
constituyen el dominio pleno o perfecto. El derecho de propiedad es un 
derecho perfecto, pues por él, todo propietario puede reclamar o defender 
la posesión de la cosa, incluso mediante un uso proporcionado de la fuerza, 
y disponer plenamente de su utilidad y aún de su substancia, con la 
posibilidad en determinados supuestos de destruir la cosa. 
Es un derecho limitado o restringido por las exigencias del bien común, por 
la necesidad ajena y por la ley, y subordinado, en todo caso, al deber moral. 
(Rubio, 1995). 
Es perpetuo, porque no existe un término establecido para dejar de ser 
propietario. 
1.2.1.4. Clasificación: 
Puede sen clasificadas de acuerdo a características como: 
Por Objeto: 
 Propiedad de bienes para el consumo. 
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 Propiedad de bienes destinados a la producción.1 
Por Naturaleza: 
 Propiedad mueble 
 Propiedad inmueble, o bienes raíces 
 Propiedad corporal 
 Propiedad incorporal,  
Por Sujeto: 
 Pública, si es para un grupo en general. 
 Privada, cuando solo es para una persona o grupo excluyendo a otros 
individuos. 
 Individual 
 Colectiva privada 
 Colectiva publica 
1.2.1.5. Concepción Moderna de la Propiedad Privada: 
El derecho a la propiedad, a través de los años se ha ido consolidando como la 
pertenencia más extensa que puede poseer una persona ante una realidad externa 
del mundo físico; la propiedad moderna se va consolidando como un derecho de 
atribución hacia las cosas o los bienes que confiere a su titular un poder o haz de 
facultades para actuar en su beneficio, resultando especialmente protegido por el 
ordenamiento jurídico (Cabanellas, 1945). 
La propiedad moderna encuentra raíces individuales y subjetivas; debido a que la 
propiedad es ahora un derecho, a diferencia de lo dado dentro de un contexto de 
derecho romano en que la podía confundirse con el propio objeto. Cabe resaltar, 
que parte de una concepción individualista ya que el derecho a la propiedad debe 
poseer un sujeto titular, a diferencia a lo establecido en épocas remotas, la 
propiedad ya no es asignada a una familia o grupo humano como tal. La 
concepción subjetivista de la voluntad de la propiedad necesita del Estado, cuya 
voluntad se ligue el otorgamiento de la propiedad como derecho.  
El individualismo representa crisis en torno a las titularidades corporativas, una 
manifestación concreta de la destrucción de los grupos y la relación dada entre el 
individuo y Estado (Cabanellas, 1945). 




Todos los códigos del mundo occidental responden a esta concepción de la 
propiedad, incluyendo obviamente el nuestro, art. 923° C.C “La propiedad es el 
poder jurídico que permite usar, disfrutar, disponer y reivindicar un bien. Debe 
ejercerse en armonía con el interés social y dentro de los límites de la ley”. 
La Constitución de 1993 no define el derecho a la propiedad, pero si indica que es 
inviolable (art. 70°). Posteriormente agrega que la propiedad se ejerce en armonía 
con el bien común y dentro de los límites de la ley. En forma inmediata a la dación 
de la constitución se comenzó a especular sobre la supuesta inconstitucionalidad 
del Código Civil, pues este define a la propiedad como un derecho que se ejerce en 
armonía con el interés social, mientras que la constitución reemplaza este término 
por el bien común, sin embargo, ha sido clarificado que ambos conceptos entrañan 
lo mismo. 
 
1.2.1.6. Antecedentes Históricos: Propiedad Minera 
De la propiedad minera interesa conocer los principios doctrinarios que han servido 
de base para definir el dominio especial minero que comprende varios sistemas que 
las legislaciones nacionales acogieron a lo largo de la historia, apoyándose, 
fundamentalmente, en la tradición jurídica romana en cuanto a la identidad de la 
propiedad superficial y la propiedad minera. 
El problema definido consiste en determinar la fórmula explique bajo un enfoque 
de doctrina, la pertenencia de la propiedad de las minas ya sea al propietario de la 
superficie o al propietario de subsuelo en los que los yacimientos minerales se 
encuentran ubicados. Explicar esta cuestión jurídica puede ser útil para solucionar 
conflictos generados a raíz de la determinación del dominio de las minas.   
De las razones que contribuyen a explicar la dualidad tierra-mina (superficie-
subsuelo) ha sido establecer la relación existente entre la propiedad superficial y la 
propiedad minera, el de saber si las dos partes del suelo (superficie) y mina, forman 
un solo cuerpo o se separan para constituir dos propiedades diferentes, 
independientes una de otra en su concepto jurídico como señala la profesora 
argentina Marta Velarde. 
La explicación relativo del titular originario del dominio minero reviste suma 
importancia, ya que del principio o sistema que se adopte respecto del dominio 
tendrán que surgir los caracteres sustanciales y las modalidades de la legislación 
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interna de un país; de ahí que el esfuerzo en la historia siempre ha sido 
fundamentar la propiedad minera, aunque históricamente fue durante los siglos 
XVIII y XIX cuando se encontraron fundamentos racionales de las teorías del 
dominio, especialmente, en la discusión de la Ley Minera de 1791 en la Asamblea 
Nacional de Francia. 
A. La Propiedad Minera: 
La discusión, no menos polémica, de estas cuestiones ha generado el estudio de dos 
grandes teorías que explican el origen de la propiedad minera:  
a) El que parte de la Unidad de la propiedad del suelo y del subsuelo, que es la teoría 
de la accesión.  
b) El que opone a la accesión o sea el que distingue y separa la propiedad del suelo y 
del subsuelo que es la teoría de la separación, la que a su vez ha derivado en otros 
sistemas. 
a) Teoría de la Accesión  
Implica la atribución de los yacimientos minerales al propietario de aquella 
superficie. El sector minero es tomado como un elemento importante en cuanto al 
principio de la accesión. Asimismo, se afirma que los yacimientos minerales no 
pueden ser tomados y explotados como si fueran un recurso netamente individual, 
ya que, en base a un derecho natural, el beneficiario tiene derecho a extraer 
libremente.  
Por otro lado, no existe un criterio que determine la calidad de accesorio ya sea 
para el subsuelo o la superficie, ni siquiera bajo un punto de vista económico, ya 
que el sector minero representa un valor económico mayor que el de las superficies 
o subsuelos que forman parte de los recursos naturales. 
Esta teoría gozó del favor de las legislaciones en defecto de la ley positiva, sin 
embargo, poco a poco fue perdiendo terreno, hasta el extremo que como 
sustentación de una legislación sólo se le conoce en Inglaterra. La retirada del 
sistema de la legislación mundial por sus errores e inconvenientes ha sido un 
acontecimiento que ha marchado paralelamente al creciente desarrollo de la 
industria minera. Este sistema aun cuando tiene su explicación histórica, carece de 
fundamentos filosóficos, económicos y hasta políticos para ser considerado en la 
actualidad. 
b) Teoría de la Separación: 
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Demuestra ser una concesión opuesta a la teoría antes mencionadas, esta teoría 
pretende dar inicio a otros sistemas que afirman la correspondencia de las minas en 
base al descubrimiento de estas, y respecto a los subsuelos y suelos, que estos son 
distintos y que comienzan donde el otro termina.  
Dichos sistemas son: 
 El sistema Dominal: 
Distingue la propiedad minera d la que es superficial, son tomadas como 
asuntos diferentes en razones técnicas y legales. Se basa en los principios 
del Derecho, en el cual, los bienes que no poseen dueño, pasan a estar a 
nombre del Estado.  
Según Catalano, la extensión y límites de este dominio puramente 
patrimonial, depende de las prescripciones de cada ley. El dominio del 
Estado será absoluto, si éste puede vender, arrendar, hipotecar, permutar, 
conceder e inclusive explotar su patrimonio minero. Será relativo, en 
cambio, si el Estado no puede explotar por sí las minas, pero goza de las 
demás facultades indicadas. 
En suma, el sistema dominal concede al Estado la propiedad patrimonial de 
las minas, implicando que éste puede disponer de cada una de ellas, 
siempre y cuando se encuentre dentro de las limitaciones que las normas 
jurídicas estipulan.  
 Sistema Regalista:  
Al igual que el sistema dominal, postula por la doctrina de la separación, 
distinguiendo la propiedad minera de la superficial, pero con fundamentos 
y alcances diferentes. 
Según este sistema, que también tiene inicio en Roma antigua y alcanzó su 
apogeo en la época de las monarquías absolutas, el Estado en su calidad de 
poder soberano es dueño de todas las minas ubicadas dentro del territorio 
de su jurisdicción; siendo así, se trataría de un dominio eminente y no 
patrimonial como argumenta el sistema dominal. En virtud de este dominio 
radical se podría describir que el Estado tiene las siguientes atribuciones: 
El Estado dentro de sus facultadas puede determinar y decidir sobre las 
minas y la explotación de estas; asimismo, establece roles de vigilancia, 
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control, fiscalización de las actividades mineras con el fin de que la 
explotación sea llevada a cabo en base al ordenamiento legal; y el Estado 
tenga a bien la imposición de tributos sobre los productos minerales 
extraídos y percibir una renta en base a ello.  
 Sistema de Ocupación: 
Distingue el suelo y subsuelo como elementos diferentes susceptibles de 
ser objeto de propiedades distintas, pero las minas son consideradas como 
despojos; se atribuyen en propiedad en forma automática al primer 
ocupante porque el trabajo es la fuente de riqueza. 
Se sustenta en el principio de que el primer ocupante se hace dueño de las 
sustancias minerales, basándose en el derecho natural y el interés público, 
pero limita la intervención del Estado que no interfiera la marcha de la ley 
natural. Turgot fue el máximo exponente de este sistema que proclamó el 
derecho de ocupar las minas sin dueño lo que denominó “libertad 
indefinida” y negó al Estado el derecho de fiscalizar, quedando limitada su 
atribución al de reconocer el derecho que proviene del derecho natural 
(Jacques, 2004). 
Posteriormente los enciclopedistas del siglo XVIII en evolución de ideas de 
Turgot propugnaron este sistema, pero negaron la existencia del derecho 
natural argumentando que el sistema estaba sustentado únicamente por el 
trabajo como fuente de riqueza y verdadero origen de la propiedad. Todo 
ciudadano puede apoderarse libremente de los minerales que extraiga, 
pues, el sistema se basa en la equidad natural.  
En la práctica este sistema ha dado origen a serios inconvenientes que sólo 
un reducido número de Estados aplican. 
 Sistema de Libertad de Minas: 
Atribuye al Estado el dominio originario de las minas, justificando su 
facultad para otorgar la explotación de los yacimientos mineros a los 
particulares siempre que éstos cumplan con los requisitos que la ley exige 
para ejercer el derecho de concesión en interés de la colectividad nacional. 
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Parte como una modalidad de regalía minera, pero dicho dominio es 
completamente radical, concediendo al Estado una soberanía sin 
reconocerse como un derecho de patrimonio. 
De ese modo, el Estado mantiene autoridad completa sobre las minas y las 
empresas solo el dominio útil con atribuciones que forman parte de los 
derechos reales, es así que se obtiene una libertad irrestricta para ejecutar 
investigaciones de cateo u otras actividades. 
 Sistema Res Nullius: 
Postula por el principio de la separación distinguiendo la propiedad minera 
y de la propiedad superficial. Las minas son como res nullius, cosas sin 
dueño; originariamente no corresponden a nadie, ni a particulares ni al 
Estado, pero éste como personificación de la colectividad y tutor de un 
interés general se atribuye la propiedad de las minas para adjudicar 
mediante la concesión a favor de los individuos que se consideren capaces 
de explotarlas y reúnan las condiciones que la ley exija. 
Reconoce al Estado la facultad de fiscalizar la explotación y percibir un 
tributo; asimismo reconoce al propietario de la superficie el derecho a una 
indemnización que compense el perjuicio generado por el nuevo estado de 
cosas. 
Según este sistema, el dominio de las minas sin entregar al Estado o a los 
particulares, faculta a aquél para crear la propiedad sobre una mina 
individualizada a favor de quien ofrezca mejores garantías de una buena 
explotación, porque la propiedad de las minas no preexiste al acto de la 
concesión, no son propiedades patrimoniales, sino derivadas. 
Las minas antes de ser concesionadas de manera virtual como propiedad de 
todos los pobladores y factualmente de nadie; en primer lugar. No se 
instituye una propiedad privada, es nada más que una delegación del 
dominio que antes perteneció al Estado. 
La mina a favor de un particular se otorga en razón de un interés público 
que es un medio de asegurar en beneficio de la colectividad el 
aprovechamiento de la riqueza mineral; asimismo, el derecho que obtiene 
el particular mediante concesión minera está sujeto a las limitaciones que 
establece la ley independiente de la propiedad superficial, porque la 
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autorización no implica expropiación de la superficie a favor del 
concesionario. 
En concreto, el sistema res nullius repudia al Estado para ser dueño de las 
minas y toda clase de bienes susceptibles de constituir riqueza pública. 
 
 Sistema de Nacionalización: 
Es una modalidad del sistema dominal que representa la posición extrema 
del derecho del Estado sobre la riqueza minera. Para este sistema, los 
minerales en tanto permanezcan al interior de la tierra no tienen valor; es el 
Estado quien los valoriza por medio de obras públicas como la 
construcción de vías de comunicación, saneamiento de tierras, estudios de 
prospección a través de instituciones públicas especializadas; quien mejor 
que el Estado puede proteger a los trabajadores, realizar la producción y 
distribución de la riqueza minera (Rubio, 1995). 
En efecto, es el Estado a quien le interesa tener un control inmediato sobre 
esta fuente de riqueza para afrontar los requerimientos de la defensa 
nacional, el bienestar general y para atender las necesidades del Estado 
mismo como persona jurídica representante de la colectividad nacional; los 
minerales que se encuentran distribuidos en el territorio nacional no pueden 
dejarse a merced de quien se ha monopolizado, sino que deben estar a 
disposición del Estado para que alcance a quien las necesite.  
Este sistema es la consecuencia de una determinada tendencia de política 
minera, o dicho de otro modo, de una concepción socioeconómica que 
deriva del nacionalismo como la identificación de sus miembros con el 
estado-nación al que pertenecen; es un movimiento ideológico que 
reivindica el derecho de cada Nación de dotarse de los recursos de su 
propio estado, y por tanto, la nacionalización es el proceso por el cual se 
transfieren todas o algunas actividades económicas realizadas por 
extranjeros al poder del Estado o sector privado nacional; mediante 
medidas legislativas se incorporan los medios de producción y de consumo 
al dominio de la Nación sustrayendo de la actividad de las empresas 
extranjeras. 
 Sistema Sindicalista: 
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Encuentra sus bases en la ejecución del trabajo como una fuente de 
riqueza, del derecho de propiedad y de la justicia distributiva. Constituye 
una creación moderna influenciada por ideas netamente del socialismo, es 
así que, los trabajadores pueden involucrarse y llegar a ser los propietarios 
de acciones, abriendo la posibilidad de intervenir en la dirección 
económica o industrial de la explotación.   
 
En el Perú la pretensión de este sistema llegó a su mejor suerte con la 
Comunidad Minera, sin que sea exactamente adopción de este sistema, que 
representa al conjunto de los trabajadores que real y efectivamente 
laboraban en la empresa y con la finalidad de participar en la propiedad, la 
gestión y los beneficios generados por la empresa. 
 Creada por el decreto Ley Nº 18880, Ley General de Minería de 1971 que 
rigió hasta el 15 de diciembre de 1991 en que el liberalismo económico 
auspiciado por un gobierno autoritario fue abolida mediante el Decreto 
Legislativo Nº 708, Ley de Promoción de Inversiones en el Sector Minero, 
habiendo quedado subsistente tan sólo el derecho a la participación de los 
trabajadores en las utilidades dela empresa en un porcentaje del 8% cuya 
aplicación se ha reducido a las empresas donde todavía existen las 
organizaciones sindicales. 
1.2.1.7. La Propiedad Minera en el Perú  
La legislación minera del Perú ha adoptado históricamente la teoría de la separación 
respecto de la propiedad minera, y recusó la teoría de la accesión del sistema jurídico 
del Common Law.  
Ello importa que los yacimientos minerales constituyen una categoría de los bienes 
naturales distintos de la superficie, conforme ha sido concebida desde las primeras 
leyes mineras de la República que la concesión minera es un inmueble distinto y 
separado de la superficie del predio donde se encuentra; de esta forma la dualidad 
tierra-mina (superficie-subsuelo) ha sido explicada por nuestra legislación.  
Respecto a la titularidad de los yacimientos minerales, se sobreentiende que el Estado 
posee dominio sobre la propiedad minera, con derechos pertenecientes al jus fruendi y 
jus disponendi. De acuerdo con el precepto constitucional que consagra que los 
recursos naturales renovables y no renovables son patrimonio de la Nación.  
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En cuanto al uso y aprovechamiento de recursos minerales, el Estado ejerce de 
acuerdo a la concepción romana de dominium directum, en el que se le atribuye un 
dominio total  y dominium utile en la que le faculta el poder ejercer en la explotación 
de los recursos en base a lineamientos medioambientales, asimismo, le puede 
conceder esta disposición a empresas privadas. 
1.2.2. Comunidades Campesinas 
1.2.2.1. Concepto 
Forman parte de las más antiguas organizaciones dentro del sector rural en el 
Perú, producto de transformaciones de grupos originarios, luego comunidades 
indígenas y por último campesinas. Siendo en su totalidad 6,069 comunidades 
dentro del territorio.  
Dentro de sus funciones esta presente el manejo parcial de aquellos recursos 
naturales que están ubicados en su territorio, regulados por medio de sus 
propias instituciones y mediados en el exterior por autoridades escogidas que 
poseen un legado histórico y de carácter cultural hasta la actualidad.  
Así, las comunidades nacen a partir de la experiencia de los ayllus hasta la 
actualidad, con algunas modificaciones culturales dadas a través del tiempo, 
como es lógico en toda sociedad latente. Es ilógico que se asuma que dichas 
comunidades se hayan mantenido estáticas a pesar de que los años sigan 
pasando, ya que, por naturaleza, se busca siempre la evolución. Estas 
modificaciones les permiten hacer frente a los cambios sin olvidar la esencia 
de cada pueblo. 
Las comunidades campesinas y nativas consideradas personas jurídicas sujetas 
a un régimen especial ello debido a la naturaleza que poseen. Su 
reconocimiento surge la evidencia de la creación de organizaciones 
conformadas por personas naturales alrededor de un patrimonio, explotado 
para su beneficio. El código, ante esta particular realidad, y siguiendo al 
Código de 1936 y la Constitución de 1979 y antes a la de 1933, reconoce la 
existencia de estas comunidades campesinas y nativas y les reconoce 
personalidad jurídica. Esta tendencia es seguida por la Constitución de 1993, 
la que en su artículo 89 estipula que las comunidades campesinas y las nativas 
son también consideradas personas jurídicas. 
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Bajo el artículo 134 del Código se estipula que las comunidades son parte del 
interés púbico, siendo no del todo cierto, ya que este sector funcione en razón 
de sus integrantes, ya que el fin de estas comunidades se encuentra en el mejor 
aprovechamiento del patrimonio, esto significa que a diferencia de las 
fundaciones de interés social, las comunidades persiguen intereses en base al 
beneficio de sus miembros.  
Según el artículo; las comunidades campesinas buscan el bienestar de todos 
los pobladores. Por ello el objetivo de este artículo sería el establecer una 
norma programática que dirija los fines de la comunidad hacia un desarrollo. 
Se debe tener en cuenta que una de las particularidades de estas poblaciones 
es que solo pueden estar conformadas por personas naturales. Así, la ley 
restringe la posibilidad de ser miembro de esta persona jurídica al requisito de 
ser persona natural, lo que resulta lógico por su forma de organizarse. 
1.2.2.2. Regulación Jurídica 
Es indiscutible que el otorgamiento de derechos sobre los recursos naturales 
constituye para el Perú, una de las principales opciones que generan 
rentabilidad, siendo relevante para la economía nacional. Paralelo a ello, 
puede ser una de las razones primordiales por las que muchos conflictos han 
dado inicio, específicamente por aspectos ambientales, difícil acceso a la 
información (Vidal, 2010). Parece difícil entender las limitaciones que forman 
parte de la titularidad de los derechos sobre los recursos naturales, ello trae 
consigo posibles errores, ya que al tener el Estado dominio en los recursos 
naturales, y es por esa razón que posee beneficios en base al derecho de 
propiedad, sin la necesidad ser propietario. 
A través de las concesiones el Estado concede al titular el derecho de uso y 
disfrute del recurso natural, por tanto, la propiedad de los frutos y productos 
que se obtengan de ello, dándose pie de ese modo al ejercicio de un derecho 
real a favor del titular que el Estado otorgó el derecho de uso.  
La intervención del Estado sobre los recursos naturales esta mediada por 
órganos administrativos, llevando a cabo diferentes convocatorias para que 
personas jurídicas o naturales puedan acceder a ellos, ello a través de 
mecanismos legales que permiten estructurar dichas actividades bajo leyes.  
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De esa manera, la ley promueve que el Estado debe velar por la conservación 
de dichos ambientes naturales por medio de políticas, normas o instrumentos o 
incluso derechos. 
Los más representativo se haya en la Concesión, en la que el Estado, concede 
a empresas particulares ciertos derechos necesarios para que estos puedan 
intervenir sobre los recursos naturales y el aprovechamiento de éstos. Siempre 
y cuando se cumpla con los procedimientos requeridos y bajo normativas que 
exigen una responsabilidad con dichos recursos en favor a un desarrollo 
sostenible.   
La regulación que el estado establece sobre los recursos naturales, es 
fundamental para que no existan conflictos a nivel medioambiental y también 
con los pobladores de la zona, siendo así, cuando se otorga una concesión 
sobre cualquier recurso natural es indispensable tener en cuenta y presentar el 
Estudio de Impacto Ambiental que de acuerdo a la competencia ministerial, la 
misma que posee requisitos y características propias para conceder una 
concesión definitiva. 
Gran parte de los conflictos ambientales encuentran sus causas en la 
explotación de minerales e hidrocarburos, ya que se conoce que todo ello 
genera presencia de actividades contaminantes, además, por la existencias de 
conflictos de acceso a las tierras comunales o a las fuentes de agua con los 
pobladores de la zona, El estado debe cumplir con responsabilidad los deberes 
que son parte de su trabajo, como el de servir como un ente fiscalizador y 
sancionador ante algún incumplimiento del Artículo 85 Ley General del 
Ambiente N° 28611. 
1.2.3. Conflicto de las concesiones mineras con las comunidades 
campesinas. 
1.2.3.1. Concepto de conflicto 
Un conflicto es una situación que implica un problema, una dificultad y 
puede suscitar posteriores enfrentamientos, generalmente, entre dos 
partes o pueden ser más también, cuyos intereses, valores y 




Los conflictos de índole social surgen cuando nacen de la propia 
estructura social. Según Ralf Dahrendorf, un conflicto es dado frente a 
una situación universal que encuentra maneras de solucionarse a través 
de un cambio social. Por su parte, Karl Marx, sitúa el origen del 
conflicto social en la dialéctica del materialismo y en la lucha de clases. 
Alrededor del conflicto social han surgido diversas teorías que facultan 
el entendimiento de la necesidad poseer un orden dentro de la sociedad, 
y encontrar una integración entre los miembros. Para esto es importante 
la implementación de políticas de consenso e instrumentarse acciones 
de coerción. 
El conflicto puede analizarse por medio de diversas perspectivas 
socialmente. Por lo general, son analizadas bajo fundamentos de justicia 
o morales, asumiendo las consecuencias negativas que podría generar. 
Sin embargo, puede acarrear acciones positivas partiendo desde la 
premisa que un conflicto puede originar un cambio social, bajo una 
perspectiva optimista.  
Los conflictos pueden ser de carácter unilateral, es decir, cuando una de 
las partes manifiesta desacuerdo o bilateral, cuando todas las partes 
esperan un beneficio del otro. 
Para que un conflicto se origine es necesario que haya causas 
subyacentes y éstas pueden ser conscientes o inconscientes, en base a 
ello radica la importancia del conflicto. 
Asimismo, el conflicto puede ser de índole personal o estructural. Los 
conflictos personales para desarrollarse necesitan que existan 
individuos con determinados sentimientos e ideas en juego; mientras 
que los estructurales son endémicos de circunstancias específicas en un 
grupo de personas, son conflictos genéricos. No es tan sencillo 
diferenciarlos pues para que existan conflictos estructurales es 
necesario que existan individuos que se involucren y creen el problema. 
Dentro de un conflicto estructural es necesario que los que intervienen 
consigan no inmiscuir sus propios sentimientos y/o ideas, sino que 
busquen la resolución del problema a favor del grupo. Esto significa 
que los elementos en una disputa estructural se establecen previamente. 
Por ejemplo, si es un conflicto entre dos grupos culturalmente 
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diferentes, debe comprenderse de antemano que no se puede intentar 
cambiar la naturaleza de la otra parte, ni sus reacciones, de lo contrario 
se estaría frente a un conflicto que no tendría solución. 
1.2.3.2. Conflicto de concesiones mineras y comunidades campesinas. 
Sin duda alguna, los índices de inversión en el sector minero forman parte de 
los logros más representativos en la política económica nacional, pese a ello, es 
importante analizar cuál es la relación existe entre beneficios y conflictos por 
parte de la Minería, el medio ambiente y las poblaciones afectadas. 
La minería puede traer consigo consecuencias tango negativas como positivas, 
la actividad minera en el Perú muestra conflictos de carácter ambiental severos, 
en los que la importancia radica en el tratamiento y aprovechamiento del agua, 
ya sea para las empresas privadas como para las comunidades que habitan en 
ese territorios, existen desacuerdos entre ambos sectores, uno de ellos es 
justamente el uso de este recurso acuífero,  80% del agua es destinado para uso 
agrícola y el  uso  de  2% para el sector  minero,  Asimismo, es importante 
señalar que  toda  actividad minera  ha generado a través del tiempo 
modificaciones en  las  cuencas  hídricas  cambiando el estilo de vida  de  las  
poblaciones, por su parte, la  intensificación  de  la actividad minera en la zona 
constituye un problema social y ambiental.  
El acceso a las tierras que son propiedad de las comunidades campesinas viene 
siendo otro problema de gran magnitud ocasionado por la presencia de actividad 
minera en la zona, ello implica un proceso supeditado a sistemas de acceso por 
medio de y en algunas oportunidades a través del establecimiento de acuerdos 
por parte de las comunidades campesinas. La inversión con los conflictos son 
aspectos que deben ser tomados en cuenta al momento de analizar la situación y 
el origen de conflictos.  
1.2.3.3. Responsabilidad civil ambiental de los sectores públicos y privados. 
La concesión minera se encuentra bajo la verificación de requisitos, el 
cumplimiento del procedimiento ordinario minero y la obtención del permiso 
para dar inicio a las actividades. De tal modo, el concesionado tendrá que: 
a) Gestionar en el Ministerio de Cultura el certificado de que no existen restos 
arqueológicos en el lugar.  
b) Tener la certificación ambiental dada por la autoridad a cargo, con sujeción 
a las normas propias de la participación ciudadana.  
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c) Tener el permiso para utilizar las tierras con un acuerdo previo con el 
propietario original del territorio. 
d) Contar con los demás permisos, licencias, autorizaciones de acuerdo a las 
normas vigentes, la raíz y localización de actividades que se irán a 
desarrollar.  
La concesión minera es un derecho, pero debido a los sin número de conflictos 
dados, para que pueda otorgarse es necesario que se cumplan ciertos requisitos, 
es por esa razón que, el otorgarse simboliza una etapa más que permite la 
consolidación de la formación del derecho.  
 La concesión minera es un derecho subjetivo que forma parte del concesionario 
legitimando la actuación por medio de las prerrogativas de la actividad minera 
que el título le otorga (exploración y explotación); Por otro lado, se toma en 
cuenta que la concesión minera simboliza un bien inmueble en materia de 
analogía.  Los conflictos dados entre la sociedad y la minería cada vez son más 
agravantes, teniendo como aspectos en común las consecuencias negativas para 
el ambiente que las empresas mineras generan.  Ya sea porque impacte en el uso 
del agua, la ganadería, la explotación de la tierra o la agricultura, estos 
problemas sugieren distintas perspectivas.  
Si se realiza una consulta acerca de los réditos que la actividad minera genera a 
nivel nacional, son muchas en comparación a otras actividades, pese a ello, los 
daños causados, generan conflictos con el medio amb9iente y un descontento 
social que es necesario ponderar. 
Un conflicto como tal, requiere del establecimiento de acuerdos, en los que la 
actividad minera no se vea afectada, así como tampoco la economía del país, el 
medio ambiente y las poblaciones que habitan en dicho territorio, es por esa 
razón que se exige el cumplimiento de normas de índole ambiental contenidas 
en los instrumentos de gestión ambiental, tales como el Estudio de Impacto 
Ambiental, el Plan de Cierre de Minas, el Plan de Post cierre de Minas, ello 
constituirán los límites que se necesitan para el aprovechamiento de los recursos 
naturales por medio de un desarrollo sostenible.  
1.2.3.4. Ejercicio abusivo del derecho de propiedad 
El Código Civil sintetiza que la propiedad es “El poder jurídico que permite 
usar, disfrutar, disponer y reivindicar un bien.  Debe ejercerse en armonía con el 
interés social y dentro de los límites de la ley" (artículo 923 del Código Civil).  
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La propiedad es el derecho civil patrimonial con más relevancia, ya que posee 
una serie de garantías de su protección y su transferencia. El ejercicio del 
derecho de propiedad esta mediado por todo lo que puede efectuar en su 
dominio, teniendo en cuenta los límites de derecho a la propiedad estipulados.  
El Código Civil peruano, en el artículo 924, prescribe que “Aquél que sufre o 
está amenazado de un daño porque otro se excede o abusa en el ejercicio de su 
derecho, puede exigir que se restituya al estado anterior o que se adopten las   
medidas   del   caso, sin   perjuicio   de   la   indemnización   por   los   daños 
irrogados”. Con lo cual, el propietario tiene ciertos límites establecidos por la 
ley para que en ejercicio de su derecho de propiedad no vulnere el derecho de 
los vecinos y de la sociedad en su conjunto.  
En temas ambientales, los conflictos que se han originado están arraigados 
desde años atrás, y fundamentalmente interfieren con la salud de los pobladores 
que viven cerca de las fábricas de las empresas dedicadas a esta actividad 
minera que abusa de los recursos naturales y pondera los beneficios económicos 
por sobre los impactos ambientales negativos Es por ello, que el análisis está 
enfocado también a la determinación del impacto que puede originar para la 
propiedad.  
Tener un terreno en el que se construye una fábrica en una zona residencial o 
dentro del área de una comunidad campesina, sin cumplir el reglamento y la 
normativa ambiental dada, simboliza como el derecho a la propiedad es usado 
negativamente y para beneficios individuales, abusando de lo que otorga y 
minimizando lo que exige. El aumento de actividades de extracción, las 
construcciones masivas, los avances tecnológicos podrían conseguir nuevas 
formas de esquivar las leyes, vulnerando derechos patrimoniales, el goce 
efectivo de vivienda, la tranquilidad y la depreciación de terrenos cerca de las 
fábricas, en aspectos ambientales, puede causar el desvío de los cauces de los 
ríos en las hidroeléctricas, conflictos con los pobladores por la invasión de sus 
terrenos y perjuicios a su salud. (Vidal, 2010). 
1.3. Formulación del problema 
¿De qué manera se encuentra vulnerado el derecho de propiedad de las 
Comunidades Campesinas frente a las Concesiones Mineras? 
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1.4. Justificación del estudio 
Este trabajo de investigación encuentra una justificación debido a que es relevante el 
hecha la idea y acción o que obliga a las comunidades campesinas afectadas a 
enajenarse de su derecho de propiedad sobre la tierra; a su vez, el rubro minero a 
nivel nacional es un sector primario que genera el 50% de las divisas del país, así 
como también otorga puestos a decenas de miles de obreros e indirectamente puede 
determinar el trabajo de un grupo humano considerable. Asimismo, es útil porque 
trata de analizar, comprender y diferenciar el significado de propiedad para el estado 
y las comunidades campesinas y cómo mecanismos legales se han limitado o 
desnaturalizado y se han visto transgredidos cuando de protección de la comunidad 
se habla. Además, el presente trabajo es viable, en la medida que existe la 
información pertinente para ser procesada y así poder arribar a conclusiones y 
recomendaciones que bien podrían ser tomadas en cuenta por los organismos 
comprometidos en la temática. 
1.5. Objetivos del trabajo 

















2.1. Diseño de investigación 
Diseños Interpretativos:  
Fenomenología: Referido a las experiencias vividas respecto a un fenómeno u objeto 
de estudio. 
2.2. Métodos De Muestreo 
2.3. Rigor Científico 
2.4. Análisis cualitativo de los datos 
Actualmente se vulnera el derecho de propiedad de las comunidades campesinas 
debido a mecanismos legales que se han limitado o desnaturalizado y se han visto 
transgredidos cuando de protección de la comunidad se habla.  
2.5. Aspectos éticos 




3. DESCRIPCIÓN DE LOS RESULTADOS 
3.2.2. Conflictos en el Perú 
Tras la identificación de los principales actores de dichos conflictos, es 
importante brindar una aproximación teórica de las causas que pueden devenir a 
partir de los problemas mencionados, por medios casos dados a través de la 
historia del Perú. 
Mineros de oro más grandes del país por la Minera Manhattan; en dicho caso el 
pueblo tambograndino se opuso al considerar que no es posible la convivencia 
entre la agricultura y la minería, dado que los ruidos, polvo y otras emisiones 
que produce la actividad minera hubieran hecho imposible cultivas en dicha 
zona. 
Por su parte, Bagua tenía cada vez más y más conflictos tras la respuesta de 
algunos grupos étnicos de la amazonia que demostraban estar en contra de las 
citadas modificaciones, dándose una lucha entre las fuerzas policiales y las 
comunidades nativas, terminando inclusive en muertes. Enfocándose en que el 
Gobierno da prioridad a los interese de aquellas empresas que buscan réditos 
económicos a los intereses de las Comunidades y la vulneración de sus 
derechos. El 5 de junio del 2009, se originó un conflicto, que terminó con 
muertes, alargando e intensificando el reclamo de los pueblos indígenas de la 
Amazonía culturalmente y en contra de sus principales derechos. Ello genera 
una brecha entre pueblos indígenas y el Estado.  
Bajo el panorama nacional en orden jurisdiccional, los pueblos Indígenas 
pueden hacer valer su derecho en torno a la legitimización de su propiedad al 
constituirse como una comunidad nativa. Pedro García Hierro (1995), señala 
que al optar por el concepto de comunidad nativa el concepto de pueblo queda 
desfasado. Además, sustenta que la creación de comunidades ha sido una 
estrategia para intentar disminuir la cantidad de poblaciones indígenas en 
participación en el sector agrícola del territorio y beneficiar a los frentes de 
expansión de la sociedad nacional, especialmente a las empresas madereras y 
petroleras.  
Es así que, por una parte, están las empresas mineras junto con el Estado que 
han tomado hasta este punto varios terrenos de la amazonia que desfavorecen 
los recursos que estas poseen con tal de los beneficios económicos y, por otro 
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lado, se encuentran las comunidades nativas que poseen una cosmovisión 
ancestral de la naturaleza en la que el hombre forma parte de ella.                
Dicho conflicto engloba dos situaciones, por un lado, el derecho a estas 
comunidades a la propiedad de su territorio, un reconocimiento de una 
propiedad preexistente, es decir, anterior al Estado. Y, por otro lado, la 
propiedad de todos los recursos naturales pertenecientes al subsuelo y del 
Bosque que son propiedad del Estado, con lo cual, éste puede conceder a las 
mineras la explotación de esos territorios. 
Independientemente del origen nacional o internacional de las empresas, con el 
paso del tiempo, los recursos han sido ofrecidos solo como materia prima 
adicionar algún valor, del mismo modo, el respeto por el medio ambiente queda 
desfasado. De acuerdo con el último Reporte de Conflictos Sociales de la 
Defensoría del Pueblo, hasta mayo de 2012, han sido registrados 245 conflictos 
a nivel nacional, de los cuales 149 son de carácter socioambiental (60.8%).  
Por otro lado, la ausencia o poca transparencia de las autoridades involucrados 
en la toma de decisiones respecto a proyectos que pueden ser de interés 
económico en la Amazonía, ello aunado a la poca información respecto a la 
cartográfica, idiosincrasia y cosmovisión sobre comunidades nativas, o la 
información es restringida. Es necesario hacer una identificación de 
comunidades. Ya que actualmente solo existen cifras y registros oficiales 
subestimados, desfasados que no corresponden a la realidad.   
Es así, se intenta por medio de esta investigación determinar estrategias que 
promuevan la creación de espacios de diálogo, reflexión y con información 
cartográfica de bosques de producción permanente, concesiones forestales, lotes 
de hidrocarburos y concesiones mineras actuales y en base a la realidad, y sobre 
todo de las comunidades nativas, de su ubicación, población, organización, 
entre otras y con ello analizar el origen de estos conflictos.  
3.2.2.1. Aportes de la defensoría del pueblo, sobre conflictos 
El conflicto social es un proceso complejo en el cual sectores de la sociedad, el 
Estado y/o las empresas perciben que sus posiciones, intereses, objetivos, 




Los conflictos y lo que atrapan ellos están influenciados por los actores 
responsables, la diversidad económica, social o cultural, las formas de violencia 
dadas y la incapacidad Institucional para resolver aquello.  La Defensoría del 
Pueblo, realiza sus labores de defensa y prevención para evitar situaciones en la 
que los derechos fundamentales sean amenazados o el gobierno regional o local 
quede perjudicado, caso contrario, intentar establecer un diálogo y ser parte de 
la solución.  
Asimismo, desde el año 2004 se realiza un monitoreo de los conflictos sociales 
con publicaciones periódicas mensuales que son puestas en conocimiento de los 
sectores llamados a resolver sus controversias. 
3.2.2.2. Tutela civil frente a los daños ambientales 
a)  Conflictos ambientales 
Los medios de comunicación y principalmente la Defensoría del 
Pueblo, son responsables de informar acerca de los conflictos 
ambientales a nivel nacional, siendo los principales problemas la 
lucha por el agua, inacceso de información a los pueblos, la 
pobreza, ausencia de comunicación y desinterés político. Es 
requisito primordial que las inversiones sean estables 
económicamente y se maneje adecuadamente los recursos a favor 
de los más afectados.  
b) Supuesto de prevención necesario 
Un aspecto básico que implica la responsabilidad civil ambiental es 
el ejercicio del principio de precaución y prevención. Los daños 
ocasionados ambientalmente son irreparables e irreversibles, se 
debe manejar por medio de normas que busquen prevenir daños 
dentro de actividades privas, públicas e industriales.  
c) Problemas de acceso a la justicia ambiental 
Los juzgados y fiscalías de nuestro sistema judicial juegan un rol 
importante a partir de que el ciudadano acude a pedir tutela 
jurisdiccional, pero al no contar con especialidad o precedentes 
jurisdiccionales en aspectos ambientales, ello perjudica y niega a 
los justiciables su derecho de poder ser atendidos y que sus 
acciones lleguen a ser tramitadas.  
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d) Actividades industriales y extractivas: minería, hidrocarburos  
Aquí se ubica la bonanza minera, inversiones de gas y petróleo y lo 
vinculado a las concesiones de madereras. Pueden traer ideas de 
negocios, oportunidades laborales, sino también conflictos de 
carácter social, ello a raíz de que estas actividades traen consigo 
problemas con las comunidades nativas, asimismo, estas 
poblaciones carecen de información y mantienen un desinterés 
político, lo cual no hace más que perjudicar, alejándose una vez 
más de aquel equilibrio en el desarrollo.  
3.2.3. La Consulta Previa  
3.2.3.1. Concepto De Consulta Previa 
La Consulta Previa es el derecho fundamental que tienen los pueblos indígenas 
y los demás grupos étnicos cuando se toman medidas (legislativas y 
administrativas) o cuando se vayan a realizar proyectos, obras o actividades 
dentro de sus territorios, buscando de esta manera proteger su integridad 
cultural, social y económica y garantizar el derecho a la participación. 
Se promulgó la Ley de Consulta Previa, la cual implica el cumplimiento del 
Convenio 169 de la OIT, ha sido importante dentro del marco de un proceso de 
reconocimiento de los derechos de las poblaciones indígenas. 
De alguna manera, en la aprobación de la Ley de Consulta Previa coincidieron 
tres procesos interrelacionados: 
- Las protestas y demandas en torno a problemas vinculados a conflictos 
entre poblaciones locales e industrias extractivas 
- Los reclamos y demandas de las poblaciones amazónicas e indígenas 
peruanas que requieren atención por parte del Estado, así como 
participación y reconocimiento público. 
- La necesidad de que el Estado peruano acomode la legislación a 
compromisos internacionales aceptados al firmar el Convenio 169. 
Ello con la finalidad de organizar al Estado y regular de manera eficaz los 
procesos que impliquen el derecho a la propiedad y transformación de su 
territorio, en un contexto de auge económico. 
Es por ello que la Consulta Previa puede ser tomada o como un avance o como 
un retroceso, una parte de la sociedad civil y las agrupaciones indígenas 
tomaron la promulgación de ésta como un logro en torno al reconocimiento de 
derechos de poblaciones que no son tomadas en cuenta. Sin embargo, otros 
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grupos, se alzaron en contra, al no considerarla suficiente y conforme al 
convenio 169.  
A pesar de que el reglamento de la ley fue consultado en una serie de reuniones 
regionales, no existió un diálogo abierto ante sugerencias y comentarios que se 
hizo en los eventos consultivos.  
 
3.2.3.2. LA CONSULTA PREVIA EN EL PERÚ: 
Se han manifestado diferentes  organismos inter- nacionales que 
coinciden en que ésta se deformará si es que no se lleva a cabo antes de 
tomar la medida o de realizar el proyecto que podría afectar a los 
pueblos indígenas. Es así que, el Comité de Derechos Humanos de 
Naciones Unidas refiere que la admisibilidad de las medidas que 
afecten a los pueblos indígenas, incluidas las legislativas, recaen en 
manos de las comunidades “hayan tenido oportunidad de participar en 
el proceso de adopción de decisiones relativas a esas medidas”. 
De acuerdo con los proyectos de exploración y explotación de los 
recursos naturales, el Convenio 169-OIT como la Declaración de los 
Pueblos Indígenas refiere directamente que la consulta debe realizarse 
antes de su aprobación. Asimismo, la CEACR, para reafirmar esta 
posición, refiere que la consulta está dirigida y dada antes de 
otorgarse las licencias ambientales y mucho antes de conceder 
permisos sobre los proyectos que busquen utilizar y explotar recursos 
en sus territorios. 
 
3.2.4. Bases De Derecho Comparado  
BOLIVIA: 
Bolivia es signatario del Convenio 169-OIT desde 1991. Por otro lado, ha 
convertido la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas en ley nacional. Cuenta con un nuevo marco 
constitucional, que realiza una investigación exhaustiva respecto a tema de 
poblaciones indígenas. Sin embargo, no se encuentra excluido de problemas 
que involucren este tipo de casos. 
Existen casos que pueden esquematizar el cumplimiento del derecho a la 
consulta a los pueblos indígenas en Bolivia: 
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Reactivación del complejo hidrometalúrgico de Corocoro en territorio 
ancestral de Jacha Suyu Pakajaqi 
En junio de 2008, COMIBOL y la coreana Kores firmaron un contrato de 
riesgo compartido para la explotación  de  Corocoro  con  una  inversión  de  
200  millones  de  dólares. El contrato beneficia al Estado boliviano con el 
55 % de las utilidades del emprendimiento y Kores un 45 %. De acuerdo 
con la política del Gobierno nacional, el proyecto se ins- cribe en la 
generación de valor agregado y descarta la venta únicamente de materia 
prima. 
En octubre del 2010, aquellos afectados por la minería, fueron al parlamento 
Institucional, con la finalidad de mostrar su rechazo al proyecto que no 
había sido previamente consultado y revisado por las autoridades 
pertinentes, creando conflictos importantes con las comunidades. 
COLOMBIA: 
Pueden existir varios conflictos de origen social debido al no cumplimiento 
de derechos vinculados a las poblaciones indígenas. En Colombia, es 
tomada como obligación el consultar a los pueblos y comunidades que 
podrían salir afectadas, por su parte la ONIC al respecto afirma que es 
importante dicha consulta, sin embargo, en la práctica, los pueblos de Sierra 
Nevada de Santa Marta han afirmado que realmente la ejecución de algún 
proyecto sea consultada por considerarlo un territorio cultural y espiritual.  
ECUADOR: 
De igual forma que en Bolivia, la reforma de Ecuador que lo considera un 
Estado Plurinacional, no implica cambios aún importantes en base a la 
aplicación de la Consulta Previa. Se ha avanzado muy poco en adecuar toda 
su normativa a lo nuevo que se plantea. Cabe resaltar que este país tiene un 
historial que involucra conflictos a raíz de la explotación petrolera, afectado 
sistemáticamente los derechos de las poblaciones nativas, ello ha sido 
tomado de acuerdo a los Informes de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, el relator de Naciones Unidas sobre Derechos de los 
Pueblos Indígenas y la propia OIT. Durante décadas estas actividades se 








CAPÍTULO VI: BASES TEÓRICAS:  
6.1 Teoría del Pluralismo Cultural de Derecho: 
El Perú es un país donde conviven diversas culturas, existe una situación de pluralismo cultural, 
lingüístico y legal o jurídico. El pluralismo Cultural del Derecho Es la aceptación de que varios 
órdenes jurídicos pueden convivir en un mismo espacio y tiempo, negando la exclusividad estatal 
en la producción de las normas jurídicas Controversia, antítesis: “monismo-pluralismo” “derecho 
estatal-derechos paralelos”. 
Está sustentado en la diversidad, sin cuestionar a la ciencia, la tecnología y la ética. Por el 
contrario, el monismo cultural, no asimila las diferencias e impone un solo panorama para todo, 
dejando de lado los conceptos de integración. Ello puede evidenciarse en las distribuciones de la 
riqueza y el presupuesto, así como también en la discriminación política o actividades de exclusión 
de la minoría. Incluso llegando a referir que puede existir mayoría, pero al estar desarticulada, ello 
es en vano.  
Hablar de pluralismo Jurídico, implica determinar la existencia de diversas culturas, y respetar que 
cada una ellas poseen una identidad, racionalidad y un orden, exigiendo igualdad, justicia y 
actuaciones bajo la ética.  
 
6.2 Teoría del Análisis cultural de Derecho 
Trata sobre una metodología científica que va más allá de la sistematización de la información en 
cuanto a normas jurídicas de contenido cultural, implica una comprensión total de la cultura y 
contextualizarla a la realidad, ya que la ideología que forma parte del positivismo ha dejado atrás a 
la cultura y con ello a las Escuelas de Sociología Jurídica, Iusnaturalismo e Historicismo.  
Se cree vagamente que detrás del Derecho se respalda la cultura todo lo concerniente al bienestar 
común, el progreso y felicidad de las sociedades humanas fácilmente llegará, lo cual no deja de ser 
una errónea afirmación. De acuerdo con su época, Malinosky, Savigny, Recasens Siches refirieron 
que el Derecho y la cultura no deben separarse. La cultura posee como característica a la 
integridad, es decir, esta debe ser vista como un conjunto de conductas pertenecientes a individuos, 
grupos y sectores sociales, del mismo modo, debe estar hecho en base a los significados de aquellas 
prácticas. El Análisis Cultural del Derecho implica un análisis para la póstuma explicación de 
aquellos conceptos básicos que unen a la cultura y el derecho como tal, ya que ambos encuentran 
bases epistemológicas y metodológicas, asimismo, define al Derecho en base a un ordenamiento 
normativo, que se torna en la cultura ello evidenciado en actividades, conocimiento o productos y 
servicios de índole artística, educativa o intelectual. El concepto se expande en el estudio de temas 
relacionados con género, minorías indígenas y culturales populares. Por otro lado, parte de la 





Kant postula que el rol de la filosofía consiste en determinar los límites de la razón, y ello 
materializarse en la especificidad de las prácticas sociales, donde se ubica el Estado de Derecho, 
porque es la forma de comprender al yo y a los otros. El Derecho pretende configurar la realidad 
viva y directa, que no sea un andamiaje, sino parte de un contexto real. Por otro lado, se debe 
propender al reconocimiento de los pueblos periféricos, teniendo en cuenta a Manuel Lévinas, 
quien afirma que Sólo por medio del contacto con el otro se puede fundar el verdadero derecho, por 
ello, es que lo prioritario es incluir, articular, comunicarse y consensuarse con los otros, por tanto, 
el derecho no resulta ser más un medio que un fin en sí.  
El derecho no pretende ser un misterio, sin embargo, se encarga de dar ese aspecto debido a las 
acciones hegemonizantes, por ello, debe orientarse a que cada medida dada, debe involucrar a 
diferentes contextos socioeconómicos y adecuarse a ello, centrándose en el actor principal, el ser 
humano, por sobre algún enfoque o ideología. Ello implica que el derecho debe unirse nuevamente 
con la cultura, intentar remediar aquella relación que nunca debió ser borrada, buscando recuperar 
la esencia natural del derecho. Ello, teniendo en cuenta que en el Perú esta necesidad no debe ser 
dejada para después, debido a la multiculturalidad que caracteriza a la nación, no es probable que 
solo se espere el tiempo adecuado en que puedan adscribirse a un derecho positivizado u occidental 
denominado “Oficial” se podrá solucionar el problema, enfocando negativamente la situación, bajo 
la percepción que se puede dar viabilidad , legitimidad y eficacia a un derecho colocándolo en un 
contexto errado, ello recae en algo discriminador, desnaturalizante si nos enfocamos en una 
realidad de integración y globalización. 
En la actualidad, se viene dando importancia a la diversidad cultural, dando una visión positiva a la 
interacción de diferentes sectores sociales con distintas culturas, asimismo, en la globalización la 
sociedad del conocimiento, la reafirmación y la reivindicación de la identidad cultural ha pasado a 
ser primer plano, ya que se busca una sociedad inclusiva, auténtica y pluralista. Lejos de realizar 
acciones por caridad, se debe llamar a hacer justicia social. El Estado tiene como obligación, hacer 
frente a diferentes problemáticas sociales, y no intensificar esa brecha de desigualdad existente, es 
por ello que el Estado tiene la obligación de establecer políticas de compensación a favor de 
aquellos pueblos marginados, garantizar su derecho de autonomía y tomar decisiones que 







Se analizaron casos emblemáticos para contrastar la teoría con los resultados 
obtenidos: 
Caso Tía María: 
El Estudio de Impacto Ambiental (EIA) que forma parte del proyecto minero Tía 
María, ha estado envuelto en un sinfín de críticas, este fue presentado por la empresa 
Southern Perú, asimismo, encontró aprobación en el Ministerio de Energía y Minas 
(Minem). 
 
Pese a ello, las objeciones dadas carecen de sustentos técnicos o legales, generando 
desconcierto a nivel nacional. La difusión masiva que realiza la Sociedad Nacional de 
Minería dentro de los medios de comunicación pretende establecer una relación entre 
la extracción minera y el desarrollo del país. Se especula sobre altas cifras de 
inversión, pero poco se sabe sobre la valorización de otros miles de millones que son 
dados a casusa de la contaminación de recursos hídricos y de aire en las zonas 
aledañas. El proyecto Tía María de la Southern Perú Copper Corporation es una 
muestra fehaciente de lo que un proyecto minero es capaz de generar, con una pantalla 
de progreso. 
La minería de tajo abierto es considerada como una de las modalidades más 
peligrosas, debido a su alta contaminación en los pueblos aledaños, produciendo 
desequilibrios a nivel hídricos debido a la elevación del nivel de sedimento de los ríos 
producto de los residuos sólidos muy finos que se encuentran interactuando en el 
ambiente, paralelo a ello son afectadas las aguas subterráneas o freáticas producto de 
lluvias que logran mezclarse con aceites, sales minerales, reactivos o residuos en 
feneral provenientes de los procesos de tratamiento. 
Tía María, es un proyecto impulsado por la minera Southern, ubicado dentro del 
distrito de Cocachacra, provincia de Islay, Región Arequipa, llega a ser un caso 
reconocido debido a la afectación de una actividad económica que generó y que cuenta 
con el apoyo del Estado, a pesar de que lo genere consecuencias nocivas para los 
habitantes del lugar. Este caso dio inicio a una contundente respuesta por parte del 
sector agrario por parte de Cocachacra, quienes son los severamente afectados a raíz 
de toda la actividad que se desenvuelve en la zona gracias a la empresa, sometidos a 
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explotaciones como la privación del uso del agua subterránea utilizada para sus 
cultivos.  
Y a raíz de que la Southern dio como noticia que utilizará el agua del mar, que fue una 
alternativa negada antes de la sublevación social, sin embargo, el peligro aún 
prevalece temas de contaminación que genera el extraer toneladas de cobre al año. 
A pesar de que existen 3,500 trabajos directos por medio de la explotación de la Tía 
María, así como también los ingresos por canon hechos a la Región, las consecuencias 
sociales no justifican el acto.  
El Valle del Tambo 
Es considerado como un emporio productivo agrario que provee de alimentación, no 
sólo del distrito de Cocachacra, sino de toda la región Arequipa. Dentro de sus 
producciones más comunes están el azúcar, hortalizas, papas, alfalfa y otros productos 
agrarios. Asimismo, dentro de la fauna se encuentran los camarones. Pese a ello, existe 
un desequilibrio hídrico lo que trae consigo dificultades al momento de solventar una 
producción mixta, ello gracias a que los recursos acuíferos provenientes del Río 
Tambo cada vez más son escasos. 
Esta dificultad se basa en las distorsiones de los volúmenes de agua superficial 
provenientes de las alturas, la cual es manejada por la población agricultora por medio 
del uso de las aguas subterráneas. Logrando así lo que vendría a ser un precario 
equilibrio hídrico con la finalidad de atender sus necesidades de agua potable y de 
producción agrícola. 
Debido a ello, la población creyó necesaria la organización de una marcha que 
simbolice la lucha por la no explotación de los recursos naturales provenientes de su 
zona. Cabe resaltar, que años atrás, diversas empresas han ido contaminando el suelo, 
los aires, es decir, ha existido una ausencia de responsabilidad social. 
Tía María 
Este proyecto alberga un conjunto de actividades de explotación de mineral oxidado 
de cobre y su póstumo procesamiento, ubicado en Cocachacra, provincia de Islay, 
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dentro de la región de Arequipa. Esta organizada en dos etapas: la primera es 
encargada d la explotación por medio de un tajo abierto, el depósito mineralizado La 
Tapada; y, en la segunda, lo hará del mismo modo, gracias a la existencia de un tajo 
abierto, el depósito mineralizado Tía María. Este proyecto posee alrededor de 18 años 
de operaciones y cuenta con la inversión de casi mil millones de dólares para producir 
120 mil toneladas de cátodos de cobre de alta pureza cada año. 
En un comienzo la propuesta se daba en torno la apropiación del recurso hídrico 
propicio para las operaciones de Tía María, por medio de pozos en el Río Tambo. Sin 
embargo, los problemas iniciaron cuando la empresa Southern modificó la propuesta 
por la de construir su propia planta que buscaba la desalinización de agua del mar. Lo 
cual no hacía más que aumentar la contaminación considerando que es un proyecto 
minero de tajo abierto; el gobierno, que anunció esta inversión dada en Tía María, y la 
propia empresa privada, dejaron a un lado los cálculos sobre la masiva resistencia por 
parte del sector agricultor y la comunidad en general perteneciente a Islay y a este 
proyecto.  
Las autoridades frente ello, decidieron convocar a una audiencia pública con el fin de 
llevar a cabo el Estudio de Impacto Ambiental (EIA) que fue hecho por la propia 
empresa, así como también, se encontraba bajo supervisión y aprobación del Estado. 
Pese a ello, durante el mes de abril, centenares de personas incluyendo los propios 
agricultores tomaron como suya la carretera Panamericana Sur durante 6 días, con el 
objetivo de demostrar que el EIA no cumplía con efectividad los lineamientos que 
forman parte del cuidado ambiental del valle. El Frente de Defensa del Pueblo 
perteneciente a Islay realizó aproximadamente 3 mil observaciones al EIA, 
resolviéndose finalmente con las declaraciones del gobierno sobre la intangibilidad de 
las aguas superficiales y subterráneas del Río Tambo.  
Si bien significa algo positivo para los agricultores de la región de Arequipa, el 
conflicto sigue en pie, pues el proyecto Tía María aún se encuentra en pie. Puesto que 
paralelo al cálculo de millonarias inversiones y beneficios fiscales, posee una 
valorización económica el impacto de un proyecto a tajo abierto.  
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 Caso Conga  
Minas Conga alberga un proyecto que posee una extensión hectáreas, ello implica un 
área más larga que Yanacocha, dentro de las zonas que el proyecto abarca, el 95 % de 
son parte de los distritos de Sorochuco y Huasmín pertenecientes a Celendín, por otro 
lado, una parte correspondiente al 5% del terreno es parte del distrito de La Encañada. 
Cabe resaltar que el Ministerio de Energía y Minas programó la Audiencia Pública en 
el caserío ates mencionado, sin embargo, no existió la difusión pertinente para la 
magnitud del evento. 
El Estudio de Impacto Ambiental reúne argumentos que favorecen a la empresa 
extranjera, tal es así que tergiversan la información refiriendo que el área donde se 
llevará a cabo el proyecto y en las áreas cercanas haya presencia de actividad minera, 
lo cual no es cierto ya que en realidad se efectúa un abuso de los recursos de esta 
propiedad. Por lo contrario, en los caseríos de Quengorío Alto, Quengorío Bajo, San 
Nicolás, El Porvenir, Agua Blanca, Chugumayo, Piedra Redonda, Namococha, 
Totoracocha y otros, se viene desarrollando en la actualidad actividades relacionadas a 
la ganadería y agropecuaria. Tal como se evidencia en la Plataforma Interinstitucional 
Celendina dentro de sus observaciones. 
El Proyecto Minas Conga busca extraer alrededor de 480 mil y 780 mil onzas anuales 
de oro y 90 mil toneladas de cobre, por ende, debe abrir tajos o cráteres, como lo ha 
hecho en las zonas cercanas a la ciudad de Cajamarca, ello no hará más que daños 
irreversibles al paisaje, el suelo, el agua, las plantas, los animales y diversos recursos 
propios del ecosistema del lugar. 
Para sacar el oro disperso entre las rocas del subsuelo, Conga tendrá que erradicar las 
lagunas existentes en esa zona de la jalca, entre ellas las más grandes como 
Chailluagón, El Perol, Alforjacocha, Lucmacocha, Mishacocha y la laguna Azul o 
Cortada, la mayoría de las cuales pertenecen a la provincia de Celendín. Ofreciendo a 
cambio de ello, el construir cuatro reservorios o represas con las que, los campesinos y 
pobladores tendrán más agua que la que ahora tienen en las lagunas que de acuerdo a 
su plan ya no existirían más. 
No es cuestionable que el impacto de mayor proporción sea en función de la pérdida 
de recursos hídricos; no solo de las lagunas antes mencionadas, sino de todas las 
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pertenecientes a las áreas subyacentes. Ello debido a que la región Jalca, posee una 
vegetación extensa, considerada como una esponja que almacena agua proveniente de 
las lluvias y que la va filtrando lentamente al subsuelo, alimentando las aguas 
subterráneas y originando muchos manantiales ubicados más abajo y en las regiones 
Quechua y Yunga. Para extraer la gran cantidad de rocas que contienen el oro, el 
Proyecto Conga, el proyecto, debe no solamente alterar la naturaleza, si no que deberá 
retirar la vegetación y los suelos fértiles, erradicando aquella esponja que formaba 
parte del ciclo natural, haciendo que las lluvias lleguen directamente sobre rocas 
descubiertas y la tierra removida y, lo cual generaría a mediano plazo fenómenos 
como huaicos, o incluso derrumbes o deslizamientos.  
Además, hay que tener en cuenta que las lagunas y humedades forman parte de un 
sistema hídrico, ya que se encuentran interrelacionados con diferentes fuentes ya sean 
microcuencas o áreas de captación, con corrientes de agua subterránea que también 
alimentan a las lagunas, y todos estos humedales son cabeceras de varias cuencas o 
proveedores de agua de los ríos Sendamal, Jadibamba, Campanario, Llaucano, Grande 
y otros, que tienen largos recorridos dando lugar a  valles en los que asientan ciudades 
y pueblos. Por ejemplo, los ríos Sendamal y Jadibamba recorren extensas zonas de los 
distritos de Sorochuco y Huasmín, uniéndose para formar el río La Llanga que pasa 
por Llanguat y desemboca en el Marañón; el río Campanario sirve de límite a los 
distritos de La Encañada, Cajamarca y Hualgayoc, de esa manera el construir 
reservorios en reemplazo de las lagunas no podrá ser el reemplazo justo de todo lo que 
las lagunas y sus interconexiones con cuencas más grandes proporcionan a la 
naturaleza. 
La desaparición de las lagunas y otros acuíferos o fuentes de aguas superficiales y 
subterráneas donde operará Minas Conga perjudicará a uno de los lugares más 
concurridos en Celendín: las hermosas cataratas del Chorro Cornelio que forma el río 
Jadibamba en la banda de Jerez (Huasmín), ya que durante las épocas de lluvia es 
probable que en vez del agua cristalina caiga una avalancha llena de suciedad, y en los 
meses de sequía es probable que las cataratas lleguen a secarse así como los demás 
recursos hídricos pertenecientes al río Jadibamba. 
La destrucción de las lagunas, quintales, quishuares, pajonales, bofedales, matorrales y 
del suelo en esa zona de la Jalca, y su reemplazo por enormes cráteres, PDs, pozas de 
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cianuración, plantas de tratamiento, depósitos de desmonte, carreteras y edificios, no 
solo generaría un impacto en proporciones colosales para el equilibrio e los 
ecosistemas, si no que cambiaría el rumbo de estos, y que las acciones propuestas por 
la empresa atentan contra las leyes naturales, y por tanto, podrían traer consecuencias 
severas. Y si también se perjudican las cataratas del Chorro Cornelio, los daños serán 
mayores. 
Otra de las reservas naturales que corre peligro es el Bosque de Piedras de 
Huangashanga (distrito de Huasmín), el cual parece ser mucho más grande y variado 
que el de Cumbe Mayo en Cajamarca, debido a que Minas Conga podría utilizar las 
enormes rocas pertenecientes al bosque de piedras de Huangashanga para poder 
extraer cal y llevarla a sus plantas de tratamiento de aguas ácidas para contrarrestar la 
acidez de éstas. Ello sería un atentado grave a la zona, a la flora y fauna que habita en 





 En conclusión, el concepto que el Estado posee acerca de lo que es propiedad, no 
abastece todos los requerimientos que en la práctica. 
 Es importante que el Estado se involucre en temas de desarrollo económico, sin 
embargo, no debe dejar de lado a las poblaciones y comunidades que, en muchas 
ocasiones por ignorancia y abuso, quedan severamente afectadas, así como también 
los recursos naturales de las zonas en las que empresas privadas ejecutan sus 
proyectos. 
 No existe interés por parte del Estado en llevar a cabo y plasmar el CONVENIO 169 
DE LA OIT , como es el consultar a los pueblos interesados, por medio de las 
acciones que sean apropiadas y en y en específico gracias a las instituciones 
representativas,  así como también que cada vez que se prevean medidas legislativas o 
administrativas susceptibles de afectarles directamente; Y las cuales el Estado no 
realiza de manera alguna ya que primero concesiona y después pregunta a los pueblos, 
que a su vez  se ven afectados directamente por decisiones que vulneran acuerdos de 
este tipo y sobre todo derechos. 
 De todo lo dicho anteriormente creemos que sí se vulnera la propiedad de las 
comunidades, que se produce como consecuencia del poco criterio para la toma 
decisiones que realiza el Estado al momento de concesionar, la omisión de consultar a 
los pueblos sobre las decisiones tomadas y el desconocimiento de derechos 






 Establecer un procedimiento de acuerdo en el que se cumpla a cabalidad la 
Responsabilidad social que cada empresa debe cumplir, al igual que los pobladores, 
quienes deben ser beneficiados tanto como la lucha por la preservación de los recursos 
naturales.  
 Las decisiones no deben ser tomadas únicamente entre El Estado y la empresa, sino que 
deben incluir la participación de la comunidad, informándole por medio de los organismos 
correspondientes, de tal forma que se garantice un proceso transparente.  
 Debe darse la importancia que amerita el Convenio 169 de la OIT, por tanto debe darse un 
acuerdo libre y consentido, teniendo en cuenta la no vulneración de los derechos que se le 
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ANEXOS 
